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En los países pobres del mundo, donde existe un alto porcentaje de personas en los umbrales de pobreza y pobreza absoluta, la lucha por el acceso a los recursos y a las oportunidades es el pan de cada día. Los marginados por la economía, que apenas sobreviven, encuentran en las "oportunidades ilegales" una forma de desafiar su situación para tratar de pasar a convertirse en capitalistas y empresarios al margen del orden establecido, el que no les dio la oportunidad. Tal situación se presenta en los países que producen y trafican con la marihuana, la amapola y la coca. Realmente muy pocas personas lo logran y los que lo hacen, pasan a ser luego emergentes ganaderos, cafeteros o de pronto comerciantes y pequeños industriales.
A pesar de la existencia y uso de la marihuana y de la coca, la aparición de los cultivos ilícitos en el país se da en la década de los años sesenta, inicialmente con la marihuana y en la década de los setenta con la coca. Más reciente es el fenómeno de aparición de la amapola. Colombia es el único país del mundo donde han confluido la producción, procesamiento y tráfico de tres especies vegetales con poderes narcóticos (Plante, 1996).
Los cultivos iniciales se fueron extendiendo porque muchas personas de diferentes partes del país se adentraban en la selva para sembrar coca, era el boom y se ganaba bastante dinero. Luego del Caquetá se extendió a los departamentos del Guaviare y Meta y acerca de 19 departamentos más. Todo esto sucedió en dos décadas, años setentas y ochentas. Actualmente, los cultivos, aunque se centran en el departamento del Putumayo, han alcanzado a casi todos los demás departamentos y su auge ya tiene otras connotaciones diferentes a las que se presentaron inicialmente en los primeros departamentos.
La amapola aparece en el país hacia finales de la década de los ochenta, inicialmente en el Valle del Cauca y luego se extiende a las partes altas del Tolima, Huila y Cauca. Su rápido incremento se debe al financiamiento de las organizaciones narcotraficantes, aprovechando las situaciones presentadas por la crisis agrícola, en particular la crisis cafetera.
A comienzos de los años setenta se inicia la "bonanza marimbera" con la siembra de grandes áreas de marihuana en la Sierra Nevada de Santa Marta y en la Serranía del Perijá. Casi inmediatamente se iniciaron los cultivos en el Cauca y en la zona de colonización del Guaviare y el río Guayabero. Esta bonanza se dio por la guerra con Paraquat que Estados Unidos y México hicieron a los cultivos en ese país, lo cual logró reducir las exportaciones mexicanas a su país vecino.
Los traficantes norteamericanos, suministraron la semilla, la asistencia técnica y la financiación e indujeron a los campesinos a la siembra de marihuana en la Sierra Nevada de Santa Marta y en la Serranía del Perijá (Plante, 1996). Se cree que se llegaron a sembrar 30.000 hectáreas de marihuana en el país.
Además de lo anterior, otros factores hacen que se dé el fenómeno en el país. Por ejemplo, en la actualidad, los sembradores ya no llegan buscando la riqueza que inicialmente fue la que jalonó la invasión a la selva, ahora las personas que se desplazan a estas zonas, lo hacen en busca de una forma de sobrevivir porque en sus regiones de origen, por varios motivos no las encuentran. La coca y la amapola han tenido crisis de precios y con ella los sembradores quienes se han dado cuenta que no se enriquecerán sembrando estas plantas pero que viven pagando altos costos sociales.
Usualmente todos los que han llegado a sembrar coca y amapola no regresaron, se quedaron conformado veredas, pueblos y hasta municipios dentro de la selva, desarrollado una economía basada completamente en las plantas ilícitas, incluso ya existe una generación entera que ha vivido bajo estos parámetros.
En estas zonas, los altos costos del transporte de las diferentes cosechas desde las regiones apartadas, han hecho que los cultivos lícitos no sean rentables. Los cultivos ilícitos tienen una amplia demanda, altos precios en el mercado, costos de producción relativamente reducidos y facilidades de transporte, convirtiéndolos en una forma de desarrollo alternativo. Por ejemplo, el incremento de los cultivos de amapola se liga con la crisis cafetera, caída de precios internacionales y el ataque de la roya y la broca (Instituto de Estudios Políticos U.N., 1995). "Mientras una hectárea de café deja en dos años unos tres mil dólares ($6.060.000), una de amapola deja unos 54 mil dólares en el mismo periodo ($109.080.000), en otras palabras, 18 veces más que el café" (Tovar, 1999).
Igualmente, en los vacíos que deja el estado en las regiones apartadas, se instalan todas las fuerzas ilegales como el narcotráfico, la guerrilla y los mismos cultivos ilícitos. Según testimonios de observadores y cultivadores, en Colombia se ligan de distintos modos los cultivos ilícitos y la guerrilla, lo cual contribuye al surgimiento de la coca (Instituto de Estudios Políticos U.N., 1995).
Consecuencias del establecimiento de los cultivos ilícitos
Los cultivos ilegales generan sustitución de valores, se disuelven los lazos familiares y las organizaciones sociales, surge un individualismo extremo. La nueva mentalidad amenaza con destruir paulatinamente las comunidades indígenas (Instituto de Estudios Políticos U.N., 1995).
El problema mayor no es el establecimiento en si, es su carácter de ilegalidad, lo cual hace que se establezcan dentro de los bosques nativos para no ser detectados y más aún, que tienen que erradicarse destruyendo con ello su entorno. 
Cualquier acción sobre los componentes ambientales afecta al ser humano, ya que todo ser vivo depende del medio para sobrevivir. Las acciones realizadas para el establecimiento de los cultivos ilícitos, se revierten en impactos negativos sobre las mismas comunidades que las realizan y sobre otras las que no las hacen. Los impactos descritos sobre los demás componentes ambientales, suelos, agua, las cadenas tróficas, la fauna y la flora, hacen que la oferta de estos recursos disminuya o que pierdan calidad para ser utilizados.
La contaminación de los suelos y de las aguas, tanto en las labores de remoción, tala y quema, como en las labores de cultivo, genera efectos negativos sobre la calidad de vida humana, usualmente por el favorecimiento de enfermedades gastrointestinales y dermáticas. No existen estudios que permitan evaluar el grado de afectación a la salud, ni siquiera se sabe exactamente el tipo de productos químicos que se utilizan, la cantidad, ni las concentraciones que se emplean en estas regiones.
Las comunidades y asentamientos humanos establecidos en las selvas siempre están en las riberas de los ríos, quebradas y caños, de los cuales dependen para sus desplazamientos y subsistencia. La vida de estas comunidades gira en torno a esos cuerpos de agua, los cuales se encuentran contaminados por las diferentes actividades que realizan, entre ellas el establecimiento de los cultivos de coca y las labores relacionadas con ellos. Los procedimientos que se realizan en estas regiones para tratar las aguas para consumo humano, son muy escasos o inexistentes.
La contaminación igualmente genera modificación de las condiciones del suelo lo que conlleva directamente a la disminución y empobrecimiento de las actividades agrícolas tradicionales o lícitas. La productividad rápidamente decrece y obtener una cosecha de algún producto de pancoger se hace cada vez más difícil.
Los efectos directos sobre la salud se derivan del uso y manejo de los agroquímicos que se utilizan en las regiones, tanto para el cultivo de las plantas como par el proceso de los alcaloides, principalmente por la contaminación de las aguas, como se evidencia en el diagrama de producción de cocaína. Los llamados químicos, las personas que realizan la transformación de la hoja, son las que más se ven afectadas por esta labor ya que según ellos mismos, el trabajo de química acaba con la persona. Según los mismos campesinos, al que fumiga, por ejemplo, se le dañan los ojos. En el laboratorio, el olor a gasolina y a químicos que se utilizan, quitan el apetito. Casi todos los que "trabajan la química" terminan enviciados, se vuelven adictos.
Además de estos impactos, los cultivos de coca han cambiado por completo la forma de vida que se estaba consolidando en los frentes de colonización. Para evaluar estos impactos socio - culturales, se tomaron apartes de testimonios recopilados en varias publicaciones, principalmente en el libro de Graciela Uribe, sobre la colonización en el Caquetá, y se sumaron nuevos ingredientes a esa realidad. Los campesinos y colonos que estaban formando los pueblos, buscando mejorar las condiciones de vida, no tanto para salir de la pobreza sino para que la lucha contra la selva no fuera tan dura, trataron de fomentar la unidad y el apoyo, trabajar colectivamente en pro de ideales comunes, las circunstancias los obligaban a ello.
Este trabajo de varios años, incluso décadas, rápidamente así como entró la coca se desplomó y cambio todo. En la parte media y baja del río Caguán en el Caquetá, por ejemplo, todo comenzó hacia 1981 cuando con la coca, comenzaron a llegar "gentes desconocidas de todas partes", trabajadores jornaleros, cogedores de hoja, sembradores, mujeres de paso, los "químicos" que llegan a procesar la hoja, el movimiento de mulas cargadas con timbos de gasolina, así el pueblo comienza a cambiar de dueño. "Todo mundo se quiere aprovechar, todos quieren salir de pobres, soñar con cambiar la situación".
El testimonio de Julio describe claramente la situación, un líder campesino de esta región del Caquetá, que llegó como colono, vivió las primeras épocas de violencia y las diferentes épocas de la coca:
"La gente se olvido de la organización, de las reuniones, no le importaba que la escuela se estuviera cayendo o que la quebrada se contaminara y no tuviéramos agua para el uso diario. No se volvió a sembrar maíz, ni plátano, ni arroz, ni caña. Cuando había que hacer un trabajo comunitario preferían pagar un trabajador. Todo se volvió coca. Decían que con la coca podían comprar todo lo que necesitaban, entonces para que sembrar comida. Hasta sacaban los niños de la escuela cuando llegaba la época de coger la hoja. Nadies quedaba en las casas, todo el mundo se iba para los plantes y empezó el delirio. Como se ganaba bien, se tenía más plata que nunca, entonces lo demás no importaba. La gente se volvió como loca. Decían: yo bien pelado y de un momento a otro me sorprendo con bastante plata y como no se gastar, pues me pongo a tomar trago, a montar un buen caballo, me siento rey, hago todo lo que se me venga a la cabeza".
"Es que esa yerba maldita descontroló todo. Durante el tiempo de la bonanza, el que no vivía de la coca, no podía vivir. Toda la plata que se movía era de la coca, los restaurantes, las residencias, la gasolina, las limosnas, las cantinas, la pesa, las tiendas. Eso salían recuas de diez, quince mulas cargadas de remesa para los trabajadores. En la pesa compraban por arrobas de carne y claro, llegaba uno con el morralito para llevar por ahí una o dos libritas y no se las vendían". 
"Pero los propios dueños de los plantes son los que cogen buen billete… van a tener plata para divertirse como quieran, tener mujeres, pasarse de un parte a otra… por eso muchos se han dejado".
Otro campesino comenta " Donde hay coca hay vicio, hay violencia, dinero, perdición, es tan cierto eso, que la gente dice, la coca es Dios, o la coca y Dios. Porque se pierde el amor a Dios, el valor de la organización, el respeto a la vida, el amor por la familia. La coca acabó con todo y al acabarse las necesidades se cambiaron las relaciones. Por eso los amigos de antes ya no volvimos encontrar, ya no volvimos a hablar de lo que hablábamos antes".
"Y también cambiaron las relaciones de los papaces con los hijos. Porque mire, cuando el papá pensó en ponerse a sembrar coca, que esa iba a ser la salud, también le abrió la oportunidad a los hijos y a todo el que quisiera ir a sembrar, a coger hoja, a ganar plata. Y ya los muchachos con plata en el bolsillo se vuelven independientes, quién los controla?"
Así como desaparecieron los valores, desaparecieron también la tranquilidad y la confianza, principalmente en los caseríos. Nadie confía en los vecinos, cada uno vive su propia guerra y ve en los demás al enemigo. Con todo esto llegan los muertos, los huérfanos, las madres solteras. "Es muy difícil que sigan las ideas de los padres, porque las generaciones van cambiando. Los jóvenes ya no se aguantan. Es que la plata y el trago despiertan el poder, la envidia y eso produce un cambio de vida". "Cada muerto produce una venganza. Una cadena de no acabar".
Esta es la mejor forma de hacer una descripción de cómo un pueblo pierde su arraigo a todo, a la vida, a la tierra, desaparece la cultura, su historia, el amor y respeto por el otro.
Afectaciones a los diferentes grupos étnicos
Los cultivos ilícitos afectan de diferentes formas a los grupos indígenas, ya que pueden ser productores directos o son utilizados como mano de obra dentro de algunas de las etapas del proceso y por la afectación a los resguardos y/o territorios indígenas por el establecimiento de los mismos cultivos.
Según el Plante, la distribución de los cultivos ilícitos dentro de las reservas y resguardos indígenas en el país es el 10.8% del área en coca, el 18.9% de amapola y el 71.4% de marihuana. Estas comunidades afectadas se encuentran tanto en la zona Andina y la Sierra Nevada de Santa Marta, como en los Llanos Orientales y la Amazonía.
Por ejemplo, en el Departamento del Cauca, los cultivos ilícitos están afectando varias comunidades indígenas como los Paeces, Guambianos, Yanaconas, Totorós y kokonukos. Para el año 1996, el Plante relaciona 142.006 indígenas de Tierradentro, los resguardos de Guambia, el Macizo Colombiano y del centro del departamento, afectados en la parte alta por amapola y en la parte baja por coca. En otros departamentos de la zona Andina se están afectando las comunidades Inga, Coyaima-Natagaima y Yukpa.
En la orinoquía se están afectando los grupos Sikuani, Makaguane, Cuiva y Guayabero. En la Amazonía a los grupos Uitoto, Coreguaje, Ocaína, Nonuya, Andoque, Tikuna, Yagua, Bora, Carijona, Carabayo, Tukano/Tariano, Desano/Piratapuyo, Bara/Barasana, Cubeo/Cubeo, Macuna/Tanimuca, Siriano/Taiwano, Kofán, Siona, Inga, Kamentzá, Awá, Embera-Chamí, Paéz, Puinave, Curripaco, Nukak-Makú y Piaroa. En la Sierra Nevada de Santa Marta se afecta a los pueblos Macro-Teyuna, Arhuaco, Kogi, Arzario y Kankuamo. En la tabla 10 se describe la forma como los pueblos indígenas han sido afectados por los cultivos ilícitos.
Los Nukak Makú en el departamento del Guaviare, según versiones allegadas a la Defensoría del Pueblo, están en un acelerado proceso de desnutrición. En su continuo deambular por la selva en busca de alimento, al parecer ya han sido víctimas por el consumo de productos fumigados y eso les ha causado miedo para seguir alimentándose de ellos. Han aparecido ocasionalmente en las cabeceras municipales presentando síntomas graves de desnutrición y afectados por diferentes enfermedades.
Tabla 10. Afectaciones a los pueblos indígenas causados por los cultivos ilícitos (Plante, 1996).
	Clase impacto 
	Impacto 

	Económicos 
	Abandono y/o sustitución de cultivos tradicionales 

	
	Tendencia consumista 

	
	Tendencia a adquirir productos en el mercado 

	
	Presión de los colonos 

	
	Compra de motos, vehículos, gasolina, plantas eléctricas 

	
	Cambios en la tenencia de la tierra 

	
	Monetarización del trabajo 

	
	Compra de predios en tierra caliente 

	
	Tendencia a la monetarización 

	Sociales 
	Aumento de madres solteras 

	
	Afectación del equilibrio de parentesco 

	
	Poca interacción familiar 

	
	Pérdida de actividades rituales 

	
	Aumento en el consumo de alcohol y en criminalidad 

	
	Tensión entre los grupos 

	
	Pérdida de capacidad de los cabildos 

	
	Aumento de hurtos 

	
	Violencia y venganzas de brujería 

	
	Enfrentamiento intergeneracional 

	Ambiental 
	Afectación de bosque montano 

	
	Relativo aumento de ocupación de chagras 

	
	Afectación de zonas de páramo 

	
	Afectación del equilibrio de la horticultura itinerante 

	
	Deforestación 

	
	Aumento de la presión sobre los recursos naturales 

	
	Desbordamiento poblacional de los resguardos 

	Cultural 
	Descuido a prácticas rituales 

	
	Amenaza de pérdida de la identidad 

	
	Apoyo a la amapola por la medicina tradicional 

	
	Altos procesos de aculturación 

	
	Aislamiento intracultural 

	
	Toma de posiciones extremas 

	
	Aumento de la posibilidad de matrimonios cruzados 

	
	Influencia de los grupos guerrilleros 


Otros impactos sobre los grupos indígenas, que han marcado un incremento de la violencia y los problemas sociales mencionados en la tabla 10, son las matanzas y masacres y la expulsión de sus tierras.
Así mismo, el fenómeno de los cultivos ilícitos ha puesto en peligro a varios grupos indígenas cambiando rápidamente sus costumbres, usos y creencias respecto a la planta de coca y, acrecentado en forma alarmante los procesos de aculturación.
La suma de los factores descritos anteriormente ponen en evidencia la situación que los pueblos indígenas del país están viviendo y la lucha que tienen que soportar para mantenerse como etnia y tratar de preservar sus características ancestrales.
Consecuencias de la erradicación de los cultivos ilícitos por fumigación aérea
Las fumigaciones aéreas han sido desastrosas, principalmente sobre la biodiversidad, no tanto por el efecto del herbicida, que ha sido evaluado y reevaluado en varios contextos, pero que aún no presenta claridad para algunos actores, sino por el efecto de desplazamiento de los cultivos a nuevas zonas y la pérdida completa de los suelos. Detrás del cultivador, quien "abre monte", viene el ganadero para establecer potreros. El investigador Ricardo Vargas define las fumigaciones como una "atomización de las áreas sembradas con los ilícitos".
Los personeros municipales, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo, han recibido un sinnúmero de quejas respecto de la fumigación indiscriminada con el glifosato. En las quejas se describen daños a cultivos lícitos, muerte de animales, problemas en la salud de los habitantes de las zonas que se han fumigado, el deterioro de los ecosistemas y la contaminación del recurso hídrico. 
Los herbicidas para erradicar la marihuana y la amapola no han resultado eficaces para el arbusto de la coca. Las experiencias y las evidencias en Colombia y otros países han demostrado que la fumigación aérea para destruir los arbustos de coca no ha producido los resultados deseados. Esto se sabía desde antes de 1986 (Minsalud), pero los resultados no desestimularon las fumigaciones aéreas.
Como en todos los frentes de fumigación aérea, el daño a los cultivos de pancoger, los potreros y las aguas es generalizado. En varias zonas se ha podido establecer la magnitud de este daño, pero en general es difícil hacerlo, principalmente por la dificultad de acceso a las regiones apartadas.
Por las fumigaciones aéreas, se ha comprobado que son más los cultivos lícitos afectados, que los mismos ilícitos. Por ejemplo en Puerto Concordia, Meta, y en Milán, Caquetá, se han destruido cultivos de yuca, plátano, pastos y otros, además de la muerte de muchas cabezas de ganado. En Tibaná, Boyacá, se perdieron más de 6.000 millones de pesos en cultivos frutales. Los cultivos de hoja de coca son poco o nada afectados, en el año de 1984, en cercanías a San José del Guaviare se fumigaron plantaciones de coca con una mezcla de herbicidas, como resultado, los arbustos crecieron más.
En el Macizo Colombiano se evidenciaron daños en cultivos de maíz, papa, arveja, cebolla, mora, lulo, fríjol y pastos. Estos daños se presentan en casi todas las veredas visitadas, zonas con el suelo muy parcelado, muchos minifundios, donde se intercalan los cultivos de amapola con otros lícitos. Este fenómeno es muy evidente en las zonas de los resguardos indígenas de Guachicono y Caquiona de la comunidad Yanacona.
Para neutralizar la acción del glifosato, los sembradores de amapola emplean ureas sustituidas, retrasando el proceso de sucesión natural en los bosques lluvioso montano alto, por encima de 2500 msnm. Igualmente utilizan "aguapanela" para cubrir las plantas e impedir la penetración del herbicida, siendo menos nocivo.
Los efectos particulares sobre cultivos de pancoger y animales causada por las fumigaciones, evidenciados por la Defensoría del Pueblo y otros investigadores son:
Plátano, amarillamiento, secado, madurez prematura y muerte
Yuca, amarillamiento de la planta y cuando se arranca la yuca está podrida
Papaya, secado, maduración y muerte
Chontaduro, esta especie es más tolerante pero con fumigaciones sucesivas muere
Huertas, amarillamiento, secado y muerte
Tomate, defoliación y muerte
Pastos, amarillamiento y secado.
Ganado, cerdos y aves, abortos, perdida de pelo.
Por las fumigaciones aparecen plagas y enfermedades, como el famoso "gusano gringo" que ataca cultivos de coca y de pancoger (huertos y frutales). Parece ser que el control biológico de este gusano ha desaparecido por las fumigaciones (se destruyen los microorganismos).
Efectos sobre la salud
Poco se conoce aún sobre los efectos crónicos por el amplio uso de muchos herbicidas, sin embargo, por limitados estudios disponibles se han relacionado varios de ellos con cáncer, defectos de nacimiento, desórdenes del sistema nervioso central, cambios de comportamiento y enfermedades de la piel en humanos. Por ejemplo los compuestos organoclorados como el Endosulfan, causan efectos mutagénicos, los compuestos organofosforados se acumulan en los tejidos grasos de los organismos hasta niveles que alteran su metabolismo manifestándose en intoxicaciones y desordenes nerviosos.

El glifosato puede ser el causante de problemas de cáncer en las personas expuestas a su acción, debido a que en su estructura molecular está presente la característica que poseen otras sustancias comprobadas como cancerígenas (naturaleza electrófila, una zona con densidad de carga eléctrica altamente positiva), "aún cuando esta zona es central y no extrema, en contra de lo que sucede en la gran mayoría de las moléculas cancerígenas reportadas por la ciencia" (Pinillos, 1996). Directamente la molécula de glifosato tiene un riesgo bajo de inducir las formaciones cancerígenas en los individuos expuestos a él, pero poco se conoce de los derivados que se formen dentro del organismo, incrementando esta posibilidad.
La Casa Monsanto, principal fabricante del glifosato, advierte que cuando se emplea para el control de malezas, se debe aplicar antes de la emergencia (brotación fuera del suelo) de las primeras plantas del cultivo, la aplicación postemergente (cuando las plántulas del cultivo ya han aparecido) destruyen indistintamente cualquier vestigio de vegetación.
Las fumigaciones con glifosato implican más riesgos de los que se ha admitido oficialmente. No existen pruebas contundentes de su peligrosidad pero tampoco de su inocuidad (Pinillos, 1996).
En los periódicos nacionales se han reportado casos de diarrea, fiebre, dolores musculares y cefaleas, incluso menciona Pinillos, 1996, que se ha llegado a terminar con la muerte del afectado, causadas por las fumigaciones con glifosato. 
Aunque no se puede asegurar por la falta de pruebas técnicas debido a lo apartado de las zonas, las fumigaciones han causado problemas en la piel, en las vías respiratorias, en las vías digestivas, en las mucosas y en los ojos de las personas que habitan las regiones donde se realizan. La Defensoría del Pueblo ha recibido muchas quejas al respecto e incluso se le ha informado sobre abortos y fallecimientos de personas sucedidas luego de las fumigaciones.
En varias veredas de Puerto Guzmán, asentadas sobre el río Mandur, se tiene el reporte de dos niños y un adulto fallecidos luego de realizarse las fumigaciones aéreas. En estos casos, como en otros, no se logró tener acceso a los dictámenes médicos.
Según comentarios escritos del Ministerio del Medio Ambiente realizados en el presente año, se están cometiendo errores en la aplicación del glifosato (dosis no permitidas por el ICA), incrementando significativamente los impactos negativos sobre los ecosistemas que sean afectados (mayor destrucción de los bosques naturales), los cultivos lícitos y los riesgos sobre la salud humana. Las dosis más altas de lo permitido para fumigaciones, potencian la actividad destructiva del herbicida. Según los campesinos del Guaviare, la concentración con que se está aplicando el glifosato actualmente en este Departamento es de 13.5 l/ha.
El nuevo escenario en el país
En Colombia, en las regiones donde se siembran los cultivos ilícitos, se concentran una serie de actores provenientes de todas las regiones del país, predominantemente de las zonas donde confluyen otros problemas sociales que hacen que las personas tengan que salir. Con las diferentes etnias indígenas, los habitantes ancestrales de estas regiones, se mezclan el colono tradicional, los comerciantes, los llamados "narcocolonizadores", los pequeños y grandes cultivadores, la población flotante (raspadores de hoja o "raspachines", los trabajadores, raspadores ocasionales o tumbadores y limpiadores de monte, los cacharreros, las cocineras de los plantes, las mujeres trabajadoras de discotecas, las prostitutas), los compradores (los "duros" y los "chichipatos"), la guerrilla, los paramilitares y las instituciones (Iglesia, Estado, Fuerzas Armadas, corporaciones financieras, gremios, organizaciones campesinas y sindicales).
Como se describe por los varios de los testimonios recopilados, sumado al efecto sinérgico de las fumigaciones aéreas con glifosato, la acción de todos estos actores cambió completamente la dinámica de las regiones y convirtió una relativa forma pacífica de convivencia, en una angustiosa lucha por sobrevivir, donde el más fuerte, el que tenga mayores recursos, es quien sobrevive. 
La economía campesina de las regiones apartadas del país, e incluso se puede asegurar que en gran parte del territorio nacional, ha creado dependencia de los cultivos ilícitos, si no son ellos los que siembran exclusivamente, son los que permiten que se realicen otras actividades paralelas, como los expertos la llaman, las economías de retaguardia. Pero cuando los cultivos ilícitos desaparecen de una región, no queda nada, sólo la pobreza y los problemas sociales.
Las leyes de oferta y demanda son las que rigen el comportamiento de las mercancías dentro de los mercados y los cultivos ilícitos y las sustancias psicotrópicas derivadas de ellos son mercancías, entonces la coca, la marihuana y la amapola se rigen por las mismas leyes del mercado que se aplican a cualquier otra mercancía. Para entender el papel económico de estas mercancías en el contexto nacional y regional, a continuación se presentan algunos datos:
En siete años se han utilizado más de dos millones de litros de glifosato con costos superiores a los 53 millones de dólares, sólo para controlar las plantaciones de amapola[5]. Para el caso de la coca, entre 1994 y 1998 se gastaron en total 41 millones de dólares.
El valor de los ingresos rentables de la cocaína Colombiana alcanza unos 3.574 millones de dólares, cifra equivalente al 3% del Producto Interno Bruto (PIB), lo cual triplica las exportaciones de café, supera en 41% todas las exportaciones agrícolas lícitas y tiene un valor semejante a las exportaciones de petróleo (El Colombiano, marzo 20 del 2000).
Un gramo de cocaína en las calles de Bogotá vale 5 de dólares, en Nueva York vale 100 dólares y en Moscú puede llegar hasta 300 dólares. El año de 1999 se exportaron 464 toneladas de cocaína. Con sujeción a estas cifras, el valor de la venta de cocaína alcanza la suma de 46.000 millones de dólares, o sea un 56% del PIB Colombiano (La República, marzo 21 del 2000).
Según el Departamento de Estado de E.U., entre 1990 y 1998 se entregaron a la Policía y el Ejercito cerca de US$625 millones en equipos para combatir el narcotráfico.
El presupuesto del departamento del Guaviare para el año de 1995 fue de 5.136 millones de pesos mientras que la coca movió 288 mil millones de pesos en el departamento ese mismo año (Molano, 1995).
Con lo anterior se quiere dar una idea del significado que tiene para las regiones y el país el dinero que genera el narcotráfico, aún sin tener en cuenta el tráfico de insumos y el tráfico de armas. Todo lo permea y todo gira en torno al dinero que esta actividad genera. Las personas que no siembran cultivos ilícitos igualmente se ven afectadas porque toda la economía regional se basa en estos cultivos.
Según los mismos sembradores, aparecido en algunos medios de comunicación (El Tiempo, mayo 18 de 1999), debido a las fumigaciones, los costos de producción de la hoja de coca se han incrementado en más del 50 %. La mano de obra hay que pagarla a precio de coca, marihuana o amapola, en esas regiones no se consigue un trabajador para cultivar yuca, maíz o plátano sino se le paga salario de raspachín o procesador. Igualmente, el costo de los insumos, por la dificultad para entrarlos a las zonas, son muy elevados. "Sembrar coca dejó de ser buen negocio". Para recuperar la inversión se tiene que esperar hasta dos años después de sembrarla, casi siempre hasta la tercera cosecha, pero usualmente antes que se cumplan estos dos años, las plantaciones son fumigadas, llevando a la pérdida completa de la inversión.
Sin embargo, las fumigaciones aéreas, si bien ponen en riesgo la seguridad alimentaria de las regiones donde se llevan a cabo, no han sido factor determinante para que disminuyan los cultivos ilícitos, cuando éstos han disminuido ha sido porque los precios de la droga han caído y los campesinos se ven obligados a no sembrarla porque no es rentable. Comparando las fluctuaciones de los precios de la coca con los cambios en las hectáreas sembradas se puede encontrar cierta relación directa, cuando aumentan los precios, aumentan las hectáreas sembradas. Con las fumigaciones se esperaría una relación inversa, a mayor fumigación, menor número de hectáreas, pero la relación también es directa, al aumentar las fumigaciones aumentan las hectáreas sembradas.
Para tener más noción de las implicaciones económicas de lo que significa el establecimiento de los cultivos ilícitos y las fumigaciones, es necesario sumar a los costos mencionados anteriormente, los costos de los daños a los cultivos de pancoger, los costos de los daños ambientales, los costos de afectación a la salud y el costo de las vidas humanas perdidas durante tantos años. Es difícil cuantificar tales valores, principalmente los que tienen que ver con el costo del daño ambiental, sobre la salud y las vidas humanas, se puede dar una idea del costo del daño a los cultivos de pancoger para lo cual se puede tomar como referencia el daño que las fumigaciones causaron en Tibaná, Boyacá, a los cultivos de lulo. Según datos consolidados por los campesinos, de acuerdo a los precios de 1997, se perdieron 6.000 millones de pesos, de los cuales, gran porcentaje era deuda a la Caja de Crédito Agrario[6]. Según los mismos campesinos, fueron fumigadas zonas altas de la montaña para erradicar la amapola, pero por efectos del viento, el veneno afectó plantaciones de lulo, manzanos, pera, papa, entre otros. El total de hectáreas afectadas fue de 50.000 en cerca de 28 veredas. Los costos ambientales y de salud no se han cuantificado, pero se considera que son mayores a los costos de los daños de los cultivos de pancoger.
En algunas zonas del departamento del Guaviare se han podido establecer el costo de los daños a los cultivos de pancoger. Según la Personería Municipal del Retorno, a precios de julio de 1999, el daño a una hectárea de maíz significaba $634.000, a una hectárea de plátano $560.000, a una hectárea de yuca $468.000, a una hectárea de pastos $1.746.000, a una hectárea de chontaduro $560.000, a una hectárea de piña $560.000, a una hectárea de caña $560.000 y el costo del daño a cada cachama blanca cultivada es de $2.000. De acuerdo a los datos anteriores, tomando 9 de las quejas presentadas ante la Defensoría del Pueblo de 9 predios, en total 56 hectáreas afectadas, se estimó una pérdida de $46.803.000. Se puede intentar hacer la extrapolación a otras zonas del mismo departamento o del país para tener un estimativo grueso de los montos que podrían significar el daño a los cultivos de pancoger, sin embargo existen muchas variables que lo podrían alejar de la realidad.
Tratar de cuantificar los daños ambientales es una labor difícil que puede llegar a estar distante de la realidad ya que cada ecosistema, cada especie y cada interacción alterada tienen distintas connotaciones de acuerdo a las características del medio. La muerte de peces en una laguna puede significar la alteración completa de toda la laguna, no sólo se pierde el valor de los individuos que se mueren, sino que también se están afectando otros individuos y otras especies incluso fuera de la misma laguna. Cuantificar el papel ecológico y el impacto dado en la estructura de un ecosistema por la pérdida de unos individuos o una especie es aún más difícil.
Las vidas de campesinos, colonos, indígenas, soldados, policías, guerrilleros y otros actores, no son recuperables y es en últimas el fin más costoso de las pérdidas dadas dentro de este problema, pero quien puede cuantificar económicamente tales pérdidas?
¿Cuántos proyectos productivos autosostenibles se hubieran podido implementar para sustituir los cultivos ilícitos? ¿Quién está pagando todos estos costos? ¿Cuál es la relación costo/beneficio social, económico y ecológico de la política de erradicación con agentes químicos?
La violencia en las zonas donde se siembran los cultivos ilícitos llega con ellos, así quedó plasmado en los testimonios presentados en el primer capítulo, pero a esa violencia primera, entre individuos, rápidamente se sumó la violencia de los grandes narcotraficantes, los promotores de los cultivos y dueños del capital. Tal es el caso del Valle del Cauca, en 1991, en Nilo, Caloto, donde un grupo de Paeces es masacrado para usurpar sus tierras, al parecer para controlar el tráfico de drogas en las zonas bajas (Plante, 1996). Igualmente, se ha mencionado que en las grandes fincas cocaleras del sur del Putumayo, inicialmente de propiedad del narcotraficante conocido como el Mexicano, se contrataban a los trabajadores los cuales pasaban a ser como esclavos ya que nunca volvían a salir y tenían que soportar duras labores. Muchas personas desaparecieron así.
Aunque la guerrilla prefirió no involucrarse personalmente en la producción de la coca y siempre procuró guardar cierta distancia para evitar su acción corrosiva, su presencia en las zonas productoras obedece a la posibilidad de contar con bases campesinas y simultáneamente contar con bases económicas de financiamiento[7]. Ya en 1985, luego de una incursión del ejercito por el río Caguán, el comandante del ejercito mencionó que una de las prioridades de la campaña era "destruir los centros coqueros de las FARC, sus fuentes de financiación" (Jaramillo, et al, 1998).
Hacia el año 1992, el Quinto Frente de las FARC en el Guaviare, posiblemente intentando controlar la relación entre los "raspachines" y los "chichipatos" y poner orden en la región, comenzó a cobrar un porcentaje del 10 % de la base de coca que circulaba (en El Espectador de febrero 27 del 2000). Como consecuencia de los resultados vistos y seguramente por los márgenes de lucro que deja el comercio y trafico de las sustancias psicoactivas, la medida se extendió a las demás regiones. Inmediatamente después, los grupos paramilitares entran a terciar en estas regiones para obtener estos grandes recursos, entonces los cultivos ilícitos pasan a convertirse en uno de los epicentros de la cruenta guerra que vive el país.
Muchos casos testimonian esta situación, las masacres de Mapiripan en el año 1997, de la Gabarra en 1999 y el 2000, en el sur de Bolívar, Las Delicias, en Puerto Asís y en el suroccidente del Tolima, sucedidas a finales de 1999 y durante el presente año, son crueles muestras de la guerra que se vive por el dominio y usufructo de los cultivos ilícitos.
El objetivo de la masacre de Mapiripan era erradicar a las FARC y permitir que las Autodefensas Unidas de Colombia tomaran el control de la economía ilegal del esta parte del Departamento del Guaviare, que según el Departamento de Estado producía el 30% de la producción de hoja de coca del mundo. Los paramilitares, más de cien, llegados de diferentes partes, 15 de ellos de la zona de Urabá, permanecieron en Mapiripan desde el 15 al 20 de julio de 1997, sin que ninguna autoridad civil o militar los confrontara. A pesar que se dio aviso telefónico al ejercito este nunca se hizo presente, estando muy cerca las bases de Barrancón y de San José del Guaviare. En total, luego de torturar cruelmente a sus víctimas, fueron asesinadas a 49 personas, el 4.9% de la población estimada de Mapiripan (El Espectador, febrero 27 de 2000).
El 29 de mayo de 1999, en el kilómetro 18 de la vía que comunica a Tibú con la vereda La Carbonera en jurisdicción de la inspección de policía La Gabarra, un grupo de autodefensas interceptó varios buses y con lista en mano bajaron un grupo de personas ejecutando inicialmente a siete de ellas. Mantuvieron aislada esta inspección durante algún tiempo, impidiendo el ingreso de combustibles y comida lo cual originó el desplazamiento de por lo menos 300 personas hacia Venezuela. El total de víctimas fueron 20 personas. Otras masacres se registraron durante 1999 en Tibú, en total 14 que dejaron 127 personas muertas, la mayoría de ellas cometidas por las autodefensas pretendiendo desalojar a la guerrilla de las zonas cocaleras. Según conoce la Defensoría del Pueblo, muchas de estas personas tenían algún vínculo con los cultivos de coca.
En la zona rural del municipio de Puerto Asís en el Putumayo se encuentra el frente 48 de las FARC y en la parte urbana la dominan los paramilitares. Según testimonios de campesinos y de los comandantes guerrilleros, se cobra impuesto al comprador pero no al campesino, el monto varía; otros testimonios dicen que la guerrilla también compra y está acumulando base de coca, lo cual la ha convertido en el mayor intermediario. Se dice también que los paramilitares igualmente trafican con la coca.
Esta situación ha llevado a una serie de atentados en el casco urbano de Puerto Asís por dominar el tráfico de la base de coca. En 1999 se presentó el primer atentado dinamitero contra un hotel donde presumiblemente se encontraban algunos compradores. Posteriormente, el 4 de febrero del 2000, estalló un carro bomba en el centro de Puerto Asís que dejó dos muertos y diez heridos. Igualmente, según el personero, por esos días había 4 personas desaparecidas. Esta cruenta guerra que hasta ahora comienza en esta parte del departamento del Putumayo, tiene a la población amenazada y asustada, sola en medio de las fuerzas en conflicto. Durante 1999 se presentaron 13 masacres en el Putumayo, las cuales dejaron 77 personas muertas, la mayoría de ellas en el Valle del Guamuéz (La Hormiga). En sólo la masacre hecha en El Tigre, el 10 de enero de 1999, los paramilitares asesinaron a 27 personas.
Según las Fuerzas Militares, la toma de la Base Militar de las Delicias, el 30 de agosto de 1996, que dejó un saldo de 27 soldados muertos y 67 secuestrados, se debió a que la zona del Putumayo y Caquetá era el centro operativo de esta base y así mismo era el centro de producción de 15 cuadrillas guerrilleras dedicadas al cultivo y procesamiento de narcóticos.
Como lo evidencian los ejemplos anteriores, la coca fue y es negocio de la guerrillera, pero ahora gran parte es de los paramilitares. Carlos Castaño, líder de los grupos paramilitares, ha mencionado que ellos no siembran la coca, cuando llegan a una región, la coca ya está sembrada, lo que pasa es que al expulsar los grupos guerrilleros, ellos se quedan con el impuesto que se cobra por producirla y comercializarla.
En las zonas del Valle del Guamuéz y San Miguel, en el Putumayo, donde existen grandes cultivos de coca, con cierto grado de tecnificación, las fumigaciones aéreas no se han presentado de la misma forma como en el resto del departamento, lo cual pone de manifiesto algunas posibles relaciones con los atentados a la infraestructura petrolera, dada desde 1995 en Orito cuando se atentó contra una batería de Ecopetrol para rechazar las fumigaciones aéreas. Esta hipótesis, también evaluada por el Ministerio del Medio Ambiente, puede ser una de las razones por las cuales no se hagan las fumigaciones de igual forma como en el resto del país.
El Plan Colombia, un plan de apoyo que persigue el gobierno Colombiano con el gobierno de Estados Unidos, y que según algunas Ong´s internacionales es como una lista de mercado presentada por el Gobierno, tiene como uno de sus ganchos el fortalecimiento del combate contra los cultivos ilícitos, inicialmente en la región del Putumayo. Al método de fumigaciones aéreas con glifosato se ha pensado sumarle la aplicación también aérea de un micoherbicida específico para la coca. El Plan Colombia, visto así, genera bastante preocupación tanto para los sembradores de coca en el Putumayo como para la comunidad científica del país. Esa preocupación, también compartida por las autoridades regionales, se suma al miedo que genera el enfrentamiento entre los paramilitares y la guerrilla para dominar el comercio de la coca. Con todo esto se ve venir una guerra frontal contra el campesinado en estas regiones.
Esto se reconfirma cuando se sabe que el Gobierno de Colombia se comprometió ante los Estados Unidos a reducir en un 50% los cultivos ilícitos establecidos en el país en los próximos cinco años, según una entrevista dada a Anncol por el Embajador de Colombia en Estados Unidos, Luis A. Moreno (El Espectador, enero 25 de 2000) lo cual figura dentro del Plan Colombia conocido en el país, pero según la versión norteamericana de este Plan, el compromiso es la erradicación del 100%.
Este nuevo escenario al que se ha llegado, parte y se consolida de las bases conformadas por los cultivos ilícitos en el país durante más de veinte años, las cuales se pueden resumir a grandes rasgos con el testimonio de un líder campesino del Caquetá quien ha vivido las diferentes etapas (Uribe, 1998): "A nosotros los colonos de todo este tiempo que nos quedó?: de la ANUC, la imagen negativa, la traición de los líderes; del M-19, la guerra; de la coca, el descontrol; de los políticos, la desconfianza; del INCORA, la destrucción de la selva".
Actualmente, sembrar coca dejó de ser un negocio en algunas regiones del país, pues ya no es rentable. Se tiene que esperar hasta dos años para recuperar la inversión, la cual se logra si no hay fumigaciones aéreas con glifosato. Cada vez más plagas están atacando las plantas de coca y ello hace necesario utilizar mayor cantidad de plaguicidas para controlarlas, los cuales, junto a los demás insumos, tienen precios elevados por la dificultad que presenta llevarlos a las regiones debido a los controles a que son sometidos. También parece ser que la productividad de la coca ha disminuido debido a la pérdida de capacidad de los suelos. Los niveles de ingreso de la actividad coquera, para los pequeños sembradores, han disminuido.
Pero cuando hay fumigaciones, los esfuerzos y la inversión se pierden, a pesar de algunas acciones que realizan los sembradores que permiten después una recuperación. Aunque el grado de efectividad del glifosato es muy baja, del 27.58 %, se están repitiendo varias veces las fumigaciones para destruir las plantas de coca, que por su resistencia, son las últimas en hacerlo. Al realizar las fumigaciones se destruyen los cultivos de pancoger que se encuentran cerca de los cultivos de coca, también se ven afectados algunos cultivos comerciales de caña, yuca, caucho y chontaduro. Esto deja sin opciones al campesino pues no tienen nada que sacar de la finca y tampoco que comprar porque ya no hay coca para venderla que es usualmente lo único que les da algo de plata. Los animales domésticos también resultan afectados, bien sea porque presentan problemas de salud o porque se quedan sin pastos para comer. La otra opción que queda es la caza y la pesca, pero esta presenta ciertas restricciones interpuestas por la guerrilla porque los mismo campesinos la han agotado. Así las cosas, lo que realmente sucede es poner en alto riesgo la seguridad alimentaria de los campesinos. Cuando esto sucede, los que no han sido fumigados les ayudan a los afectados mientras se recuperan, cuando lo pueden hacer. Pero también estos pueden ser fumigados y toda la región queda expuesta a problemas de nutrición, como ya se esta viendo en algunas veredas apartadas de Puerto Guzmán en el Putumayo.
Cuando la situación se torna como se ha descrito, los campesinos y demás personas relacionadas dentro del proceso coquero, se ven obligados a realizar migraciones a centros urbanos, llegando a conformar los cinturones de miseria que ya se ven muy extendidos en Florencia, San José del Guaviare y un poco menos en Mocoa.
De acuerdo al anterior análisis y a la luz de los resultados de las fumigaciones, parece que actualmente las fumigaciones no buscan reducir las áreas sembradas con los cultivos ilícitos, sino afectar el sistema económico regional. Por ello es muy claro el planteamiento que hace Ricardo Vargas[8], cuando menciona que con las fumigaciones se está atomizando el problema.
Otro efecto que se presenta con los cultivos ilícitos, muy tratado por quienes investigan el tema, es que los habitantes de estas zonas, después de vivir lo anterior, son fácil presa, a veces es la única opción, para ingresar a ser parte de los grupos guerrilleros. El Representante a la Cámara por el Putumayo, José Maya, hace al respecto una mención que suena como una voz de alarma "Un niño con hambre es un fusil con ojos". Para ilustrar esta aseveración, se puede recurrir al testimonio de Ovidio, un niño cabeza de familia en una zona olvidada del Putumayo. 
Ovidio es un niño de 14 años de edad, quien vive con cinco hermanos menores, uno de ellos menor de cinco años, en una casa construida con madera y otros elementos de la zona y la cual hace parte de una pequeña finca que era de sus padres. Al padre lo mataron hace algunos años y la madre se fue de la vereda con otro hombre que llegó a la zona para trabajar como raspachín. Aunque la madre y los abuelos de los niños pasan de vez en cuando por la finca, estos seis niños realmente viven solos.
Ovidio y una hermana suya estudiaban en la escuela de la vereda, la cual queda distante de la casa, lo que los obligaba e estar en pie a las cuatro de la mañana para hacer las comidas de todos y luego ir a la escuela. En la tarde, al regreso, los niños mayores se ocupan de los oficios de la finca, entre éstos, al cuidado de un pequeño cocal, para lo cual ya tienen suficientes conocimientos. Pero la situación cambió luego de las fumigaciones, Ovidio se vio obligado a salirse de estudiar y emplearse en otras fincas para poder conseguir dinero y comprar la remesa. Las opciones de trabajo son cada vez más escasas porque a casi todos los de la vereda los han fumigado. A Ovidio, un niño con catorce años, aunque se resiste a hacerlo, sólo le queda una opción para que sus hermanos sobrevivan a tal situación, ingresar a la guerrilla y recibir un sueldo por ello.
Todos los efectos originados por las fumigaciones obligaron a los sembradores del Caquetá, Putumayo, Guaviare y Cauca a manifestarse por las vías de hecho y realizar grandes marchas hacia las capitales de los departamentos, taponando las vías de acceso a casi todas las zonas. Estas marchas originaron enfrentamientos con la fuerza pública dejando varios muertos y muchas personas heridas.
Marchas campesinas e indígenas
Las Juntas de Acción Comunal y el Comité de Colonos del Medio y Bajo Caguán, hacia mediados de 1985, al parecer impulsados por las FARC, presentaron en Cartagena del Chairá la primera propuesta de un plan de desarrollo apuntando a la sustitución de la coca (Jaramillo, et al, 1986). Esta propuesta fracasó y los cultivos se extendieron.
Luego comenzaron las fumigaciones y así mismo el incremento de los impactos negativos sobre el medio y la salud poniendo en riesgo la naciente economía de estas zonas. Así, las marchas iniciadas en el norte del Departamento del Caquetá en 1996, tenían como objeto protestar contra las fumigaciones de los cultivos, sin embargo no en todos los frentes fue igual. Por ejemplo, "En las marchas de los indígenas del Cauca en 1996, se protestó contra los abusos de los guerrilleros, militares y paramilitares en sus incursiones a los territorios de los resguardos. En estas marchas, como en las del Caquetá, Guaviare y Putumayo, se vieron imágenes de las acciones de la fuerza pública y la beligerancia y ambigüedades de los campesinos movilizados, como el caso de la Policía Nacional cuando violó las normas del Derecho Internacional Humanitario como se evidenció en la televisión al utilizar un vehículo de la Cruz Roja para transportar armas" (López, 1996).
En las manifestaciones participaron grupos muy diversos, lo que dificultó al comienzo la unidad de las marchas y a lo cual se le sumó el temor dado por las presiones de la guerrilla y las amenazas del ejercito ofreciendo recompensa por los líderes de las marchas. Estas situaciones se vieron plasmadas en los resultados de los acuerdos. Allí participaron los "raspachines" quienes así salieron a la luz pública del país.
Un dirigente campesino hace la siguiente síntesis sobre las marchas[9]: "Las originaron las fumigaciones. Las orientaron e impulsaron las FARC. Las hicieron los campesinos. Las financiaron los campesinos y el comercio en general".
El gobierno del presidente Samper instaló mesas de negociación en las distintas regiones protagonistas de las marchas campesinas. "En cada mesa, excepto en el Guaviare, se firmaron actas de compromisos entre el gobierno y los campesinos. A pesar del esfuerzo del Gobierno para cumplir más del 60 % de los compromisos pactados, los cultivos no disminuyen y los problemas con las comunidades persisten, pues no se tocaron temas como el control de los cultivos ilícitos, la violación a los derechos humanos, la necesidad de alternativas políticas, ni la participación de la comunidad en las decisiones de inversión regional" (Ramírez, 1998).
Dentro de las actas de acuerdo quedó plasmada la importancia de la sustitución y erradicación voluntaria de los cultivos ilícitos, el Gobierno manifiesta que se continuará con la erradicación total de los pequeños cultivadores que no se acojan a los acuerdos, además se presentaron propuestas para la erradicación manual y se crearon comisiones para evaluar los proyectos presentados por las diferentes regiones.
El cumplimiento de los acuerdos tuvo una serie de tropiezos por ambas partes. Se presentaron acusaciones mutuas debido a ese incumplimiento. En varios comunicados, como el de julio de 1997, los habitantes de Calamar hacen un llamado de auxilio a todos los entes nacionales e internacionales para denunciar el incumplimiento de los acuerdos de las marchas campesinas de 1996 y las continuas fumigaciones realizadas de forma indiscriminada, lo cual estaba causando graves problemas sociales y acrecentando la ola de violencia iniciada por los paramilitares en toda la región.
Bajo la situación actual donde se espera un recrudecimiento de las fumigaciones, principalmente en el Putumayo, el incumplimiento de aspectos fundamentales de los acuerdos logrados en las marchas del año 1996, la delicada situación armada entre la guerrilla y los paramilitares por el dominio de la zona, la inoperancia de los programas de desarrollo alternativo y con la situación socio-ambiental ya generada por las fumigaciones, es casi un hecho que en regiones como el Putumayo "explote" muy pronto. En el periódico El Tiempo, marzo 22 del 2000, aparece un artículo titulado "se cocinan nuevas marchas cocaleras", se hace alusión a esta situación.
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[8] Gustavo Vargas, representante de Acción Andina en Colombia, comentarios en la reunión de la presentación del texto "Fumigaciones y Cultivos Ilícitos". Diciembre 2 de 1999.
[9] En el libro de Graciela Uribe, Veníamos con una Manotada de Ambiciones, 1998.
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